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Varia 
 
El arbitraje de inversiones y las nuevas competencias de la Unión 

Europea conforme al art. 207 TFUE *  

 
Dário MOURA VICENTE ** 

 
SUMARIO: I. La importancia actual del arbitraje de inversiones y los tratados bilaterales de inversión. II. La nueva 

competencia de la Unión Europea para celebrar tratados bilaterales de inversión y las cuestiones que plantea en lo relativo a la 
resolución extrajudicial de litigios. III. La aplicabilidad del arbitraje CIADI a los tratados europeos de inversión. IV. La 
acumulación de procesos arbitrales. V. La intervención de los Estados miembros de la Unión en los procesos arbitrales de que 
esta sea parte. VI. La subsistencia de los tratados bilaterales de inversión nacionales. 

 
I. La importancia actual del arbitraje de inversiones y los tratados bilaterales de 
inversión  
 
La integración económica internacional que caracteriza nuestra época viene contribuyendo a 

un aumento muy significativo de las operaciones de inversión extranjera1. Para las economías 
emergentes, dicha inversión constituye un instrumento fundamental para viabilizar la 
explotación de los recursos naturales de los que son titulares y la construcción de las 
infraestructuras de las que carecen. Para los países desarrollados, es una forma no menos 
relevante de suplir las necesidades de capital del Estado y de las empresas. 
No obstante, la inversión extranjera es muy vulnerable a interferencias del Estado que la 

acoge, tanto a través de medidas de nacionalización o expropiación, como mediante 
restricciones a la repatriación de los beneficios del inversor, del aumento de impuestos o de 
modificaciones legislativas de otra índole. De aquí surge la frecuencia con que se producen 
litigios en relación con estas inversiones.  
Durante los últimos años, el arbitraje ha adquirido una creciente importancia como forma de 

resolución de estos litigios2, lo que es perfectamente comprensible: desde el punto de vista del 
inversor extranjero, el arbitraje constituye una garantía esencial de que, en caso de litigio con el 
Estado o con otro ente público con el que haya contratado, este será juzgado por un órgano 
imparcial. Desde la perspectiva del Estado receptor de la inversión, se trata de una forma de 
incentivar la inversión extranjera. 
A lo largo de las últimas décadas, diversos instrumentos internacionales han regulado el 

arbitraje de inversiones y los problemas que este suscita. 
Entre dichos instrumentos cabe destacar el Convenio sobre el arreglo de diferencias relativas 

a inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados, celebrado en Washington, D.C., en 
1965, que creó el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones 
(CIADI)3. El Convenio de Washington prevé la resolución de los litigios que abarca el 
correspondiente objeto por parte de personas elegidas por las partes o designadas por el 
Presidente del CIADI entre los miembros de una lista de árbitros.  
A través del Reglamento de Mecanismo Complementario, aprobado en 1978, el arbitraje del 

CIADI se extendió a otros litigios distintos de los previstos en el art. 25, en los que por lo menos 
el Estado parte o el Estado del que procede el inversor es miembro del Convenio. Se amplió así 
la jurisdicción del CIADI a casos en que uno de esos Estados no se encuentra vinculado al 
Convenio. Esta no se aplica, con todo, a los arbitrajes instaurados en virtud del Mecanismo 

                                                      
* Ponencia impartida el 23 de marzo de 2012 en el VI Seminario internacional de Derecho Internacional Privado de la 

Universidad Complutense de Madrid. 
** Catedrático de la Facultad de Derecho. Universidad de Lisboa.  
1 Cf. Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, Informe sobre las inversiones en el mundo 2011, 

Nueva York/Ginebra, Naciones Unidas, 2011. 
2 Vid., por último, los datos disponibles en el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, Carga 

de Casos del CIADI – Estadísticas (Edición 2012–1), vol. 2011–2. 
3 Vid., sobre ese Convenio, A. Broches, “The Convention on the Settlement of Investment Disputes Between States and 

Nationals of Other States”, R. des C, vol. 136, 1972–II, pp. 331 ss; C. Schreuer, L. Malintoppi, A. Reinisch y A. Sinclair, The 
ICSID Convention: A Commentary, 2.ª ed., Cambridge, Cambridge University Press, 2009; C. Binder, U. Kriebaum, A. 
Reinisch y S. Wittich (orgs.), International Investment Law for the 21st Century: Essays in Honour of Christoph Schreuer, 
Oxford, Oxford University Press, 2009; e I. Iruretagoiena Agirrezabalaga, El arbitraje en los litigios de expropiación de 
inversiones extranjeras, Barcelona, Bosch, 2010, pp. 159 y ss. 
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Complementario, tal y como recoge expresamente el art. 3 de dicho Reglamento; lo que reviste 
importancia, concretamente, en lo relativo al reconocimiento de las decisiones arbitrales 
proferidas en virtud del Mecanismo Complementario, que no se benefician del principio de 
reconocimiento automático previsto en el Convenio. 
Ahora bien: durante un largo periodo de tiempo, el CIADI permaneció en gran medida 

inoperante. Hasta comienzos de los años 80, apenas entraron en él una escasa decena de 
procesos. Fue en la década de 1990, con la celebración de tratados bilaterales de inversión (TBI) 
a gran escala, cuando el CIADI empezó a tener una actividad más intensa. Estos tratados tienen 
como finalidad, de forma general, promover y proteger las inversiones realizadas por los 
ciudadanos y las empresas de cada uno de los correspondientes Estados parte en el territorio de 
otro Estado parte4. Muchos de estos tratados prevén para este fin la posibilidad de someter las 
controversias relativas a inversiones extranjeras al CIADI, incluso aunque uno de los Estados 
contratantes no forme parte del Convenio de Washington. Así acontece, por ejemplo, con los 
tratados bilaterales de inversión celebrados entre Portugal, Angola y Brasil, que de esta forma 
podrán quedar vinculados a decisiones emanadas del CIADI a pesar de no ser miembros de 
este5. 
Concebidos en un principio para tutelar las inversiones procedentes de países occidentales, 

estos tratados transcienden ampliamente ese ámbito hoy por hoy; se calcula que ya se han 
celebrado alrededor de 2.5006. Estos tratados tienen hoy relevancia no solo para los países 
desarrollados, sino también para los que poseen economías emergentes y que se han convertido 
entretanto en exportadores de capitales. Este es exactamente el caso de Angola y Brasil. En 
ausencia de un convenio multilateral sobre protección de las inversiones, los tratados bilaterales 
de inversión son actualmente la principal fuente normativa aplicable en la materia. ¿Pero cómo 
se establece la conexión entre los tratados bilaterales de inversión y el CIADI?  
En el caso Lanco7, decidido en 1998, un tribunal arbitral constituido en el marco del CIADI 

interpretó la cláusula de arbitraje que constaba en el tratado celebrado en 1991 entre Argentina 
y los Estados Unidos como una oferta pública por parte de cada uno de los Estados contratantes, 
dirigida a los inversores nacionales del otro Estado contratante, de sometimiento al arbitraje de 
los litigios resultantes de inversiones extranjeras8. Los inversores extranjeros podrían aceptar 
esta oferta mediante la incoación del proceso arbitral9. Esta interpretación se confirmó 
posteriormente en el caso LG&E, resuelto en 200410. Siempre que se invoque en un arbitraje del 
CIADI la vulneración de un tratado bilateral de inversión, la cláusula de arbitraje consignada en 
este puede, de acuerdo con esta jurisprudencia, constituir la manifestación del consentimiento 
del Estado, que el art. 25, párrafo 1, del Convenio de Washington exige a fin de que el Centro 
pueda ejercer su competencia. 
Esta última comprende, según el criterio que ha predominado en la jurisprudencia arbitral 

del CIADI desde el caso Vivendi, juzgado en 2002, no solo las pretensiones fundadas en la 
vulneración por parte de los Estados de las garantías antes mencionadas, enunciadas en los 
tratados bilaterales de inversión (treaty claims), sino también las que resultan del 
incumplimiento de contratos suscritos por los Estados u otros entes públicos con inversores 
extranjeros en el marco de esos tratados (contract claims)11.  
Incluso las pretensiones puramente contractuales, disociadas de cualquier vulneración de un 

tratado bilateral de inversión, que se encuentran en principio sustraídas a la jurisdicción de los 

                                                      
4 Vid F. de Quadros, A protecção da propriedade privada pelo Direito Internacional Público, Coimbra, Almedina, 1998, pp. 

48 ss.; e I. García Rodríguez, La protección de las inversiones exteriores (Los acuerdos de promoción y de protección 
recíproca de inversiones celebrados por España), Valencia, 2005, especialmente pp. 121 ss. 

5 No obstante, estos dos acuerdos todavía no han entrado en vigor, lo que refleja la política externa de estos países, 
tradicionalmente poco receptiva a tales tratados. 

6 Portugal forma parte de 50 tratados bilaterales de inversión, de los que 39 se encuentran en vigor. 
7 Cf. Lanco International, Inc. v. Argentine Republic (ICSID Case No. ARB/97/6), reproducido en International Legal 

Materials, 2001, pp. 457 ss., y disponible en http://icsid.worldbank.org. 
8 En este sentido, cf. B. Cremades, “Arbitration in Investment Treaties: Public Offer of Arbitration in Investment–Protection 

Treaties”, Law in International Business and Dispute Settlement in the 21st Century. Liber Amicorum Karl–Heinz Böckstiegel, 
Colonia, etc., Carl Heymanns, 2001, pp. 149 ss. (p. 158), y J. Lew, L. Mistellis y S.. Kröll, Comparative International 
Commercial Arbitration, La Haya/Londres/Boston, Kluwer, 2003, p. 768. 

9 J. Lew, L. Mistellis, S. Kröll, op. cit., p. 765. 
10 Cf. LG&E Energy Corp., LG&E Capital Corp., and LG&E International, Inc., v. Argentine Republic (ICSID Case No. 

ARB/02/1), disponible en http://icsid.worldbank.org. 
11 Cf. la resolución de anulación dictada a 3 de julio de 2002 en el caso Compañia de Aguas del Aconquija S.A. and Vivendi 

Universal (formerly Compagnie Générale des Eaux) v. Argentine Republic (ICSID Case No. ARB/97/3), disponible en 
http://icsid.worldbank.org. 
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tribunales arbitrales previstos en ese tipo de tratados12, pueden ejercitarse ante ellos, según una 
determinada doctrina, cuando esos tratados contienen una cláusula (a menudo denominada 
“cláusula paraguas” o umbrella clause) según la cual cada Estado contratante cumplirá las 
obligaciones asumidas (máxime a causa de un contrato) ante un inversor nacional de otro 
Estado contratante13. 
Los tratados bilaterales de inversión se han convertido, a través de esta jurisprudencia, en 

uno de los vehículos por excelencia de atribución de eficacia al arbitraje de inversiones previsto 
en el Convenio de Washington. 
 
II. La nueva competencia de la Unión Europea para celebrar tratados bilaterales 
de inversión y las cuestiones que plantea en lo relativo a la resolución extrajudicial 
de litigios  
 
Hasta hace pocas fechas, la competencia para celebrar tratados bilaterales de inversión era 

exclusivamente de los Estados. No obstante, mediante el art. 207, párrafo 1, TFUE se le atribuye 
a la Unión la competencia para celebrar acuerdos bilaterales relativos a la inversión directa 
extranjera con terceros Estados14.  
Esta nueva regla es controvertida por la pérdida de autonomía de los Estados miembros de la 

Unión que implica: la Unión gana poder a costa de los Estados miembros15. 
No obstante, la regla también tiene enormes virtualidades. Dado que los tratados bilaterales 

de inversión con terceros Estados pasan a ser concluidos por la Unión, que dispone de más 
poder de negociación que los respectivos Estados miembros, podrán celebrarse acuerdos con 
países que hasta ahora no se encontraban vinculados a muchos de esos Estados por esta vía. En 
otros casos, es posible que los Estados miembros se beneficien de mejores condiciones en esta 
materia, lo que podrá permitir la captación de más inversiones extranjeras para algunos de esos 
Estados. 
La nueva competencia de la Unión parece, por tanto, positiva en su conjunto desde el punto 

de vista de los intereses comerciales de los Estados miembros. Sin embargo, esa competencia 
suscita un determinado número de problemas relacionados con el régimen de resolución por 
arbitraje, en el ámbito del CIADI, de los litigios relativos a las inversiones comprendidas en esos 
tratados. Esos son los problemas que analizaremos a continuación. 
 

III. La aplicabilidad del arbitraje CIADI a los tratados europeos de inversión  
 
Entre los problemas mencionados cabe destacar el que deriva de la propia posibilidad del 

recurso al arbitraje CIADI para resolver esos litigios. 
El problema se origina porque la Unión Europea no forma parte del Convenio de Washington, 

el cual, como vimos, solo atribuye competencia al CIADI para la resolución de litigios entre los 
respectivos Estados parte y nacionales de otros Estados parte. Ahora bien, el recurso ante el 
CIADI ofrece, tanto para los Estados como para los inversores portugueses, importantes 
garantías, razón por la que es deseable preverlo en los futuros tratados europeos de inversión. 
Evidentemente, una hipótesis de solución a ese problema consistiría en la adhesión de la 

Unión Europea al Convenio de Washington16. No obstante, es dudosa la viabilidad a corto plazo 
de dicha adhesión, que parece perjudicada por el hecho de que para tal fin se precisaría revisar 
                                                      

12 Cf., en este sentido, la resolución dictada en 4 de agosto de 2011 en el caso Abaclat and Others v. The Argentine Republic 
(ICSID Case No. ARB/07/05), disponible en http://icsid.worldbank.org. 

13 Vid. S. Lemaire, “Treaty claims et contract claims : la compétence du CIRDI à l’épreuve de la dualité de l’État”, Rev. arb., 
2006, pp. 353 ss; id., “La mystérieuse umbrella clause (interrogations sur l’impact de la clause de respect des engagements sur 
l’arbitrage en matière d’investissements)”, Rev. arb., 2009, pp. 478 ss; M. Nolan y E. Baldwin, “The Treatment of Contract–Related 
Claims in Treaty–Based Arbitration”, Mealey’s International Arbitration Report, vol. 21, n.º 6, junio de 2006, pp. 1 ss. Sobre la 
denominada internacionalización de los contratos de inversión, que se encuentra asociada a estas cláusulas, vide en la 
bibliografía portuguesa: A. Gonçalves Pereira y F. de Quadros, Direito Internacional Público, 3.ª ed., Coimbra, Almedina, 1993, pp. 
176 y ss.; L. de Lima Pinheiro, Contrato de empreendimento comum (joint venture) en Direito Internacional Privado, Lisboa, 
Cosmos, 1998, pp. 507 ss; y J. Miranda, Curso de Direito Internacional Público, 4.ª ed., Cascais, Principia, 2009, pp. 60 ss.  

14 Vid., sobre el tema, J.C. Fernández Rozas, Prólogo a I. Iruretagoiena Agirrezabalaga, El arbitraje en los litigios de 
expropiación de inversiones extranjeras, op. cit., pp. 20 s.; N. Lavranos, “Bilateral Investment Treaties (BITs) and EU Law”, 
2010 (disponible en http://ssrn.com); M. Bungenberg/J. Griebel/S. Hindenlang (orgs.), International Investment Law and 
EU Law, número especial del European Yearbook of International Economic Law, Berlin/Heidelberg, 2011; y M.J. Rangel de 
Mesquita, A actuação externa da União Europeia depois do Tratado de Lisboa, Coimbra, Almedina, 2011, pp. 453 ss.  

15 Sin embargo, los Estados mantienen algunas competencias conexas con las inversiones directas extranjeras, como és el 
caso, v.gr., de las expropriaciones. 

16 Cf. Comisión Europea, European Investment Agreements: Dispute Settlement and International Responsibility, 
Bruselas, 2011. 
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el art. 67 del Convenio (que lo declara abierto para firma de los Estados miembros del Banco 
Mundial) mediante un acuerdo internacional que deberían ratificar todos sus Estados miembros 
actuales. 
Menos compleja, desde este punto de vista, sería la adhesión de la Unión Europea al 

Reglamento de Mecanismo Complementario del CIADI , cuya revisión para ese fin solo exigiría 
la intervención del Consejo Administrativo de esta entidad. 
De cualquier forma, los tratados europeos de inversión podrán estipular en la actualidad, e 

independientemente de la adhesión de la Unión Europea al Convenio de Washington, la 
posibilidad de que los inversores nacionales de los Estados miembros de este incoen el arbitraje 
previsto en él siempre que el Estado extranjero receptor de la inversión sea parte también del 
Convenio, hipótesis que cabe en el art. 25 del Convenio. 
Otra hipótesis de solución para dicho problema consiste en que los tratados europeos de 

inversión remitan al reglamento de arbitraje de la CNUDMI, estableciéndose como órgano de 
administración del proceso arbitral el Secretariado del CIADI. Entre estos mecanismos, el 
preferible, desde el punto de vista del inversor, es el arbitraje CIADI y no el de la CNUDMI, en 
virtud del sistema de reconocimiento automático de decisiones arbitrales previsto en el art. 54 
del Convenio de Washington. De hecho, cualquier otro mecanismo de resolución de litigios sitúa 
al inversor en una posición más frágil, dada la necesidad de obtener la revisión y confirmación 
previas de la decisión arbitral antes de que esta se pueda ejecutar en el Estado receptor de la 
inversión. 
El problema que se acaba de describir podría, no obstante, minimizarse, o incluso resolverse 

por completo, si en los tratados europeos de inversión se incluyese una cláusula de 
reconocimiento automático de la decisión arbitral análoga a la que consta en el art. 54 del 
Convenio de Washington. Esta solución aseguraría que los inversores europeos se beneficiasen, 
incluso fuera del marco del Convenio, de garantías idénticas a las que los tratados bilaterales de 
inversión nacionales les confieren. 
 
IV. La acumulación de procesos arbitrales 
 
Dada la mayor amplitud de los tratados bilaterales de inversión europeos, es de suponer que 

aumente la frecuencia de las situaciones en que diferentes inversores deducen múltiples 
pretensiones resultantes de los mismos hechos (como sucede desde hace algunos años con 
Argentina).  
Teniendo en cuenta el interés por la coherencia de las decisiones proferidas sobre esas 

pretensiones y en la economía procesal, parece justificarse que, en ausencia de disposiciones 
específicas del Convenio de Washington sobre la materia, los tratados europeos de inversión 
admitan tanto la acumulación de procesos arbitrales (consolidation of claims), incoados por 
separado, como la pluralidad de demandantes o demandados. Para tal, debería regularse 
también en esos tratados la forma de designación de los árbitros en estos casos. 
 

V. La intervención de los Estados miembros de la Unión en los procesos arbitrales 
de que esta sea parte 
 
El ejercicio por la Unión Europea de la competencia dispuesta en el art. 207, párrafo 1, del 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea implica que esta será parte legítima, como 
demandada, en los litigios que incoen inversores extranjeros ante tribunales arbitrales en virtud 
de los tratados europeos de inversión (aunque sean los Estados miembros de la Unión los 
receptores de las inversiones en causa)17. 
No obstante, en caso de que sea condenada en los procesos así incoados, la Unión podrá tener 

derecho de repetición contra los Estados miembros, en la medida en que se puedan imputar a 
estos los actos u omisiones que determinaron la condena. 
De este hecho surge la necesidad de incluir en los futuros tratados europeos de inversión un 

mecanismo que pueda posibilitar la intervención de los Estados miembros en los procesos 
arbitrales de los que forme parte la Unión, que permita asegurar, por un lado, la correcta 
defensa de los intereses de esos Estados en el proceso arbitral y, por otro, que la decisión 
proferida en esta constituya también cosa juzgada para ellos. 

                                                      
17 Vid. S. Schill, “Arbitration Procedure: The Role of the European Union and the Member States in Investor–State 

Arbitration”, C. Kessedjian (dir.), Le droit européen et l’arbitrage d’investissement, Paris, Éditions Panthéon–Assas, 2011, pp. 
129 y ss. (p. 134). 
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VI. La subsistencia de los tratados bilaterales de inversión nacionales 
 
¿Y qué sucede con los TBI nacionales en este contexto? ¿Implicará la celebración de los 

tratados europeos de inversión necesariamente la caducidad o la revocación de los tratados 
existentes entre Estados miembros y terceros países, cuyo número se calcula en torno a 1.200 
(es decir, casi la mitad de los tratados bilaterales de inversión en todo el mundo)18? 
Esta materia es objeto de una propuesta de reglamento del Parlamento Europeo y del 

Consejo, que establece disposiciones transitorias para los acuerdos bilaterales de inversión entre 
los Estados miembros y los países terceros19. En esta se prevé: el deber de los Estados miembros 
de notificar a la Comisión los TBI celebrados o firmados con terceros Estados antes de la 
entrada en vigor del reglamento; la autorización a los Estados miembros, de conformidad con el 
art. 2, párrafo 1, del TFUE, para mantener en vigor los TBI notificados de acuerdo con el 
reglamento; la publicación en el DOUE de la lista de acuerdos notificados; la posibilidad de que 
la Comisión proceda a reexaminar los TBI notificados, y la posibilidad de que se retire la 
autorización mencionada a los Estados miembros siempre que la Unión ya haya ratificado un 
TBI celebrado con el mismo país tercero y también cuando un acuerdo contradiga el Derecho 
Europeo o constituya un serio obstáculo a la celebración de futuros TBI.  
Por lo tanto, los TBI nacionales, en principio, se mantienen en vigor hasta ser sustituidos por 

un TBI europeo (grandfather clause): las reglas antiguas se mantienen en vigor para ciertas 
situaciones. 
El proyecto de reglamento también prevé la posibilidad de que se autorice a los Estados 

miembros a iniciar negociaciones con terceros países para modificar un TBI existente o celebrar 
un nuevo TBI. Es la empowerment clause, fundada también en el art. 2, párrafo 1, del TFUE. No 
obstante, esa negociación tiene lugar bajo la estricta supervisión de la Unión Europea. Esta 
cláusula, así como la inevitable demora en la conclusión de nuevos TBI por la Unión Europea, 
revelan que, a pesar de las nuevas competencias de la Unión en la materia, los TBI nacionales 
subsistirán durante varios años, lo que plantea el problema de saber si los TBI nacionales 
deberán ajustarse al modelo de nuevo TBI europeo en preparación.  
En la medida en que de este resulte un aumento de garantías para los inversores nacionales, 

parece que debería preconizarse ese ajuste: de hecho, difícilmente se entendería que los 
acuerdos relativos a inversiones extranjeras celebrados por la Unión Europea protegiesen más a 
los inversores nacionales que a los acuerdos celebrados por los Estados miembros. 
Así, en materia de resolución de litigios relativos a inversiones, las soluciones adoptadas en 

los tratados bilaterales de inversión nacionales deberían alinearse con lo que se establezca en los 
tratados europeos en cuanto al plazo mínimo de consultas antes de la incoación del litigio; a los 
mecanismos disponibles de resolución de litigios (que en varios países no incluyen actualmente 
el mecanismo complementario del CIADI), y a la reversibilidad de la opción realizada por el 
inversor sobre el mecanismo de resolución de litigios accionado en el caso concreto20. 

 

 

RESUMEN: El arbitraje de inversiones y las nuevas competencias de la Unión Europea conforme al art. 207 TFUE 
 
El arbitraje ha adquirido durante los últimos años una creciente importancia como forma de resolución de los litigios 

relacionados con inversiones extranjeras. En buena medida, eso se debe al hecho de que los tratados bilaterales de inversión 
celebrados entre muchos Estados prevén la posibilidad de someter a arbitraje los litigios relativos a inversiones realizadas por 
los ciudadanos y las empresas de cada uno de los Estados partes en el territorio de otro Estado parte. La competencia para 
celebrar dichos tratados era, hasta hace pocas fechas, exclusivamente de los Estados. Sin embargo, el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea atribuye a la Unión la competencia para celebrar acuerdos bilaterales relativos a la 
inversión directa extranjera con terceros Estados. Esa competencia suscita diversos problemas relacionados con el régimen de 

                                                      
18 Cf. la comunicación de la Comisión Europea titulada Hacia una política global europea en materia de inversión 

internacional, documento COM (2010) 343 final, de 7 de julio de 2010. 
19 Cf. el documento COM (2010) 344 final, de 7 de julio de 2010, sobre el que se pronunció el Parlamento Europeo en la 

resolución legislativa de 10 de mayo de 2011, disponible en http://www. europarl.europa.eu. 
20 Igual de problemática es la cuestión de la subsistencia de los TBI intraeuropeos, es decir, celebrados entre Estados 

miembros de la Unión Europea. No obstante, no la analizaremos aquí, dado que, como demuestra la decisión proferida a 26 de 
octubre de 2010 por el Tribunal Permanente de Arbitraje en el caso Eureko c. República Eslovaca (disponible en 
http://www.italaw.com), se plantean en relación con la subsistencia y aplicabilidad de esos TBI dificultades particulares, 
relacionadas con su compatibilidad con el propio Derecho de la Unión Europea y los mecanismos jurisdiccionales estipulados 
en los respectivos Tratados. Vid. I. Iruretagoiena Agirrezabalaga, “El arbitraje de inversión en el marco de los APRRI celebrados 
entre dos Estados miembros de la Unión: los APPRI intra–EU y el Derecho de la Union (Eureko B.V. c. República de 
Eslovaquia, Corte Permanente de Arbitraje, Caso N.º 2008–13)”, Arbitraje: Revista de Arbitraje Comercial y de Inversiones, 
vol IV, n.º 3, 2011, pp. 769 ss.  
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resolución por arbitraje de los litigios relativos a las inversiones comprendidas en esos tratados, entre los cuales se destacan la 
aplicabilidad del arbitraje CIADI en el marco de los tratados europeos de inversión, la admisibilidad de acumulación de 
procesos arbitrales Europeos relativos a inversiones, la legitimidad de los Estados Miembros de la Unión Europea para 
intervenir en los procesos arbitrales de que esta sea parte, y la subsistencia de los tratados bilaterales de inversión nacionales y 
de sus cláusulas de arbitraje. 
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